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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera  

Instancia, Sala 
Superior de Caguas 
 

Caso Núm. 
CG2018CV01356 

 
SOBRE:  
INCUMPLIMIENTO 

DE CONTRATO, 
COBRO DE DINERO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Juez Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 30 de  abril de 2021. 

 Comparece el señor Maxwell Joel Rivera Acosta (señor Rivera 

o peticionario) mediante recurso de certiorari. Nos solicita la revisión 

de la Resolución emitida el 26 de enero de 2021 y notificada el 8 de 

febrero del mismo año. Mediante esta, el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI) declaró no ha lugar la solicitud de recusación 

presentada por el peticionario. Además, este último nos solicita que 

revisemos la Resolución emitida y notificada el 8 de marzo de 2020. 

Mediante esta, el foro primario denegó una segunda moción de 

recusación presentada por el señor Rivera.  

 Por los fundamentos que exponemos y discutimos a 

continuación expedimos el auto de certiorari y confirmamos las 

Resoluciones recurridas.  

I.  

 A continuación, resumimos los hechos pertinentes para la 

disposición del recurso, los cuales surgen del expediente ante 

nuestra consideración y del Sistema Unificado de Manejo y 

Administración de Casos (SUMAC).  
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El 24 de julio de 2018, el señor Ian Ramos Martínez (señor 

Ramos o recurrido) presentó Demanda por incumplimiento de 

contrato y cobro de dinero en contra del señor Rivera.1 Comenzado 

el descubrimiento de prueba, el 21 y 26 de febrero de 2020 y el 5 de 

marzo de 2020, el recurrido presentó mociones solicitando que se 

diera por admitido el requerimiento de admisiones que este último 

le envió al peticionario, ya que no presentó su contestación 

oportunamente.2  Posteriormente, el 21 de julio de 2020, el recurrido 

presentó Moción para compeler a descubrir lo solicitado conforme lo 

dispuesto por la Regla 34 de Procedimiento Civil.3 Mediante esta, 

reiteró que el 24 de enero de 2020 le cursó un requerimiento de 

admisiones, un interrogatorio y una solicitud de producción de 

documentos al peticionario, sin embargo, a pesar de haber hecho 

varias solicitudes para recibir las contestaciones, nunca las recibió.4 

Sobre el particular, presentó copia de los correos electrónicos que 

envió al representante legal del señor Rivera el 1 y 5 de marzo del 

2020 y el 15 y 19 de julio del mismo año, requiriéndole las 

contestaciones del descubrimiento de prueba cursado.5 Así, solicitó 

al TPI que le ordenara al señor Rivera a producir y contestar lo 

solicitado.6  

En respuesta, el 10 de agosto de 2020, el peticionario presentó 

Oposición a moción sobre descubrimiento de prueba.7 En lo 

pertinente, sostuvo que el recurrido no certificó haber realizado 

esfuerzos de buena fe para resolver la controversia, según lo 

 
1 Demanda, 24 de julio de 2018, SUMAC.  
2 Moción en solicitud [para que] se den por admitidos los requerimientos de 
admisiones, 21 de febrero de 2020, SUMAC; Moción “urgente” en cumplimiento de 
orden y reiterando se de[n] por admitidos los requerimientos de admisiones, 26 de 

febrero de 2020, SUMAC; Moción “urgente” reiterando procede se den por 
admitidos los requerimientos por ministerio de ley, 5 de marzo de 2020, SUMAC.  
3 Moción para compeler a descubrir lo solicitado conforme lo dispuesto por la Regla 
34 de Procedimiento Civil, págs. 1-5 del apéndice del recurso.  
4 Íd., págs. 1-2. 
5 Moción para compeler a descubrir lo solicitado conforme lo dispuesto por la Regla 
34 de Procedimiento Civil, anejos I, IA, II, III y IV, 21 de julio de 2020, SUMAC. 
6 Íd. 
7 Oposición a moción sobre descubrimiento de prueba, págs. 6-8 del apéndice del 

recurso.  
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requiere la Regla 34.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V.8 

Atendida la solicitud del señor Ramos, el 12 de agosto de 2020, el 

TPI dio por cumplidas las diligencias de buena fe bajo la Regla 34.1 

de Procedimiento Civil, supra y le ordenó al peticionario a contestar 

el descubrimiento de prueba en el término de diez (10) días.9  

Así las cosas, el 17 de septiembre de 2020, el señor Ramos 

presentó Moción para compeler a descubrir lo solicitado.10 En 

síntesis, alegó que el 25 de agosto de 2020 recibió las contestaciones 

al descubrimiento de prueba, sin embargo, aseveró que las 

respuestas fueron evasivas y que sólo se incluyó un documento.11 

Por ello, solicitó al TPI que le ordenara al señor Rivera a contestar y 

descubrir lo solicitado.12 En respuesta, el 21 de septiembre de 2020, 

el peticionario presentó su oposición.13 Sostuvo que el recurrido no 

certificó haber realizado los esfuerzos razonables que requiere la 

Regla 34.1 de Procedimiento Civil, supra.14  

Posteriormente, el 23 de septiembre de 2020, el recurrido 

presentó otra moción en la que, entre otras cosas, reiteró que la 

respuesta del interrogatorio presentada por el peticionario fue 

evasiva y que no había producido los documentos solicitados.15 En 

esa misma fecha, el señor Rivera presentó su oposición.16 Atendidos 

los escritos de las partes, el 28 de septiembre de 2020 –notificada el 

29 del mismo mes y año– el TPI emitió la siguiente orden: 

No ha lugar. Parte demandada, su postura en el manejo del 
presente caso estar (sic) rayando en la temeridad. La parte 
demandante acreditó las gestiones de buena fe cursadas 
para que se cumpliera el descubrimiento de prueba. La 

 
8 Íd., pág. 6. 
9 Notificación, pág. 9 del apéndice del recurso. Véase, además, Orden, 12 de agosto 

de 2020, SUMAC.  
10 Moción para compeler a descubrir lo solicitado, 17 de septiembre de 2020, 
SUMAC. 
11 Íd.  
12 Íd. 
13 Oposición a moción sobre descubrimiento de prueba, págs. 10-11 del apéndice 

del recurso. 
14 Íd., pág. 10. 
15 Moción sobre ineficacia y nulidad de escrito notificado por la parte demandada y 
gestión para que se notificara a tenor de la regla 9.1 de Procedimiento Civil y para 
compeler, págs. 12-16 del apéndice del recurso. 
16 Oposición a moción sobre descubrimiento de prueba [SUMAC #147], págs. 17-18 

del apéndice del recurso.  
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respuesta a las preguntas levantadas como objeciones son 
evasivas y no fueron acompañadas de la prueba documental 
requerida. Es responsabilidad de las partes intercambiarse 
toda la prueba documental que sustenten sus alegaciones y 
tienen un deber continuo de brindarse información. La falta 
de dicho deber conllevaría un incumplimiento con los 
cánones de ética que rigen la profesión. Demandado, tiene 
15 días perentorios para cumplir con lo solicitado por la 
parte demandante so pena de sanciones.17 
 

 Subsiguientemente, el 2 de noviembre de 2020, el recurrido 

presentó Moción “urgente” y solicitud de orden protectora.18 En 

síntesis, sostuvo que la representación legal del señor Rivera no le 

notificaba por correo electrónico los asuntos del caso ni le 

contestaba las llamadas telefónicas.19 Junto con su moción, el señor 

Ramos presentó una copia del correo electrónico que envió a la 

representación legal del peticionario solicitándole que le notificara 

los asuntos relacionados al caso.20 En respuesta, el 3 de noviembre 

de 2020, el peticionario presentó su oposición.21 Mediante esta, el 

señor Rivera alegó que –únicamente– le notificaba los asuntos del 

caso a la Lcda. Yaliz Báez, quien también figuraba como la abogada 

del recurrido.22 Atendida la solicitud de orden protectora, el 6 de 

noviembre de 2020, el TPI emitió la siguiente orden: 

Parte demandada, nada le impide que pueda notificarle sus 
comunicaciones por correo electrónico a ambos abogados de 
la parte demandante. Los casos le pertenecen a su cliente. 
No a los abogados. Los abogados se deben a sus clientes y 
debe permear un ambiente de respeto entre los abogados de 
partes contrarias. Es indispensable la comunicación y 
diligencias de buena fe para resolver controversias con 
relación al descubrimiento de prueba. El 15 de diciembre 
estaremos discutiendo el informe de conferencia con 

antelación al juicio. Por lo tanto, cumplan fiel y estrictamente 
con la regla 37.4 de las de procedimiento civil, so pena de 
severas sanciones.23 

 

 Posteriormente, el 30 de noviembre de 2020, el peticionario 

presentó Urgente moción de recusación al amparo de la Regla 63.1 

 
17 Notificación, pág. 19 del apéndice del recurso.  
18 Moción “urgente” y solicitud de orden protectora, pág. 20-22 del apéndice del 

recurso.  
19 Ìd., pág. 20.  
20 Íd., pág. 23.  
21 Oposición a moción en solicitud de orden protectora, 3 de noviembre de 2020, 

SUMAC.  
22 Íd.  
23 Notificación, 6 de noviembre de 2020, SUMAC. 
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de Procedimiento Civil, supra.24 Alegó que las órdenes emitidas el 28 

de septiembre y el 6 de noviembre de 2020, se emitieron sin darle la 

oportunidad de expresarse y en violación al debido proceso de ley.25 

En específico, sostuvo que el tribunal le negó su derecho al 

descubrimiento de prueba.26 Además, indicó que las órdenes 

emitidas por el tribunal repitieron imputaciones infundadas, 

provocadas por un “extremo prejuicio” en su contra y parcialidad a 

favor del recurrido.27 Finalmente, adujo que el Tribunal había 

prejuzgado el caso y que existían dudas sobre su imparcialidad.28 

En consecuencia, solicitó la inhibición o recusación de la Jueza 

Annette Prats Palerm.29 Atendida su solicitud, el 30 de noviembre 

de 2020 –notificada el 1 de diciembre del mismo año–  fue declarada 

no ha lugar ya que no cumplió con la Regla 63.2 de Procedimiento 

Civil, supra.30 

El 2 de diciembre de 2020, el peticionario presentó la misma 

solicitud de recusación debidamente juramentada.31 En atención a 

ello, el 7 de diciembre de 2020, fue referida ante la consideración de 

la Jueza Viviana Torres Reyes.32 Estando ante la consideración del 

tribunal la solicitud de recusación, el 8 de diciembre de 2020, el 

señor Rivera presentó Moción de desestimación.33 Alegó que el 

recurrido había incumplido con la Regla 37.4 de Procedimiento Civil, 

supra, al no comenzar la conferencia inicial entre abogados y al no 

presentar el informe correspondiente oportunamente.34 Por ello, 

argumentó que procedía la desestimación del pleito por inacción del 

promovente.35 Posteriormente, el 9 de diciembre de 2020, notificada 

 
24 Urgente moción de recusación, págs. 26-33 del apéndice del recurso. 
25 Íd., pág. 26. 
26 Íd., pág. 27. 
27 Íd.  
28 Íd., pág. 30. 
29 Íd., pág. 33. 
30 Notificación, 1 de diciembre de 2020, SUMAC.  
31 Urgente moción de recusación, págs. 36-44 del apéndice del recurso. 
32 Notificación, pág. 45 del apéndice del recurso. 
33 Moción de desestimación, págs. 46-47 del apéndice del recurso.  
34 Íd., pág. 46. 
35 Íd.  
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el 11 siguiente, el TPI emitió una Orden36 en la que expresó lo 

siguiente: 

Tomando en consideración que se encuentra pendiente de 
adjudicación una moción de recusación/inhibición, dejamos 
sin efecto [el] señalamiento de[l] 15 de diciembre de 2020 y 
se reseñala conferencia con antelación al juicio para el 29 de 
marzo de 2021 a las 2:00pm mediante video conferencia.  

 

En cuanto a la solicitud de recusación, luego de examinar el 

expediente del caso, el 26 de enero de 2021 –notificada el 8 de 

febrero del mismo año– la Jueza Viviana Torres Reyes emitió 

Resolución.37 Mediante esta, resolvió que el señor Rivera no 

demostró que la Jueza Annette Prats Palerm estuviera con ánimo 

prevenido en su contra ni que esta última estuviera parcializada.38 

En específico, razonó que la solicitud de recusación del peticionario 

surgió por su discrepancia o insatisfacción con las determinaciones 

judiciales de la Jueza Annette Prats Palerm.39 Por ello, resolvió que 

no procedía la recusación peticionada y ordenó la continuación de 

los procedimientos.40   

Por otro lado, en cuanto a la moción de desestimación, el 12 

de febrero de 2021, fue declarada no ha lugar.41 Así las cosas, el 4 

de marzo de 2021, el peticionario presentó una nueva solicitud de 

recusación.42 Sostuvo que la orden emitida el 12 de febrero de 2021, 

declarando no ha lugar la moción de desestimación, atentó con su 

debido proceso de ley.43 Atendida su solicitud, el 8 de marzo de 

2021, fue declarada no ha lugar.44  

Inconforme, el 10 de marzo de 2021, el señor Rivera presentó 

este recurso y le imputó al foro primario la comisión de los siguientes 

errores: 

 
36 Notificación, pág 48 del apéndice del recurso.  
37 Resolución, págs. 49-55 del apéndice del recurso. 
38 Íd., pág. 55. 
39 Íd. 
40 Íd. 
41 Notificación, pág. 56 del apéndice del recurso. 
42 Urgente moción de recusación, págs. 57-62 del apéndice del recurso. 
43 Íd., pág. 57. 
44 Íd., pág. 63. 
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ERRÓ EL TPI AL REFERIR LA MOCIÓN DE RECUSACIÓN 
A UNA JUEZ EN PARTICULAR, EN LUGAR DE AL JUEZ 
ADMINISTRADOR, CONFORME A LA REGLA 63.2.   
 
ERRÓ LA JUEZ VIVIANA TORRES REYES AL NO 
RECONOCER LA LEGITIMIDAD DEL RECLAMO DE 
MAXWELL JOEL RIVERA ACOSTA.  
 
ERRÓ EL TPI AL CONTINUAR EMITIENDO DICTÁMENES 
UNA VEZ YA HABÍA REFERIDO LOS AUTOS A LA JUEZ 
VIVIANA TORRES REYES.  
 
ERRÓ EL TPI AL NO DESESTIMAR EL PRESENTE CASO 
A RAÍZ DEL INCUMPLIMIENTO PROCESAL DEL SR. IAN 
RAMOS MARTÍNEZ.  
 
ERRÓ EL TPI AL NO REFERIR LA SEGUNDA MOCIÓN DE 
RECUSACIÓN AL JUEZ ADMINISTRADOR CONFORME A 
LA REGLA 63.2.  
  

 El 26 de marzo de 2020, emitimos Resolución y le concedimos 

al recurrido un término de diez (10) días para presentar su postura. 

Transcurrido el término concedido sin su comparecencia, 

resolvemos.  

II. 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de 

derecho cometido por un tribunal inferior. 800 Ponce de León Corp. 

v. American International Insurance Company of Puerto Rico, 2020 

TSPR 104, 205 DPR ___ (2020), Op. de 15 de septiembre de 2020; 

IG Builders et. al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). Los 

tribunales apelativos tenemos la facultad para expedir un certiorari 

de manera discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios. Negrón v. Secretario de Justicia, 154 DPR 79, 91 

(2001). Esta discreción se define como “el poder para decidir en una 

u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios cursos de 

acción”. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Asimismo, 

discreción es una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justa. Íd., pág. 335. Ahora bien, 

la aludida discreción que tiene este foro apelativo para atender un 

certiorari no es absoluta. Íd. Esto ya que no tenemos autoridad para 

actuar de una forma u otra, con abstracción total al resto del 
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derecho, pues ello constituiría abuso de discreción. Íd. Así, “el 

adecuado ejercicio de la discreción judicial esta inexorable e 

indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad”. Íd. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, fija los asuntos 

aptos para que revisemos resoluciones interlocutorias.  La referida 

regla dispone que: 

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal 
de Primera Instancia cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 
asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que 
revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de 
la justicia. Íd.  

 

Por otro lado, la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B enmarca los criterios que debe evaluar este Tribunal al 

expedir un auto de certiorari. La aludida Regla establece lo siguiente:  

[e]l tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.  
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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Sobre este último criterio, el Tribunal Supremo expresó en Job 

Connection Center v. Sups. Econo, 185 DPR 585, 601 (2012) que las 

órdenes de descalificaciones de abogados son revisables mediante 

certiorari ya que esperar a una apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. A tono con lo anterior, dispuso que “[l]os 

tribunales apelativos estamos llamados a revisar la decisión sobre 

la descalificación si se demuestra que hubo un craso abuso de 

discreción, que el foro primario actuó con prejuicio o parcialidad, 

que se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que la intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial”. Íd.  

Ninguno de los criterios establecidos en la Regla 40 del 

Tribunal de Apelaciones, supra, es determinante por sí solo para el 

ejercicio de jurisdicción, y tampoco constituyen una lista 

exhaustiva. García v. Padró, supra, pág. 335 citando a H. Sánchez 

Martínez, Derecho Procesal Apelativo, Hato Rey, Lexis-Nexis de 

Puerto Rico, 2001, pág. 560. La norma vigente es que un tribunal 

apelativo sólo intervendrá con las determinaciones discrecionales 

del Tribunal de Primera Instancia cuando este haya incurrido en 

arbitrariedad, craso abuso de discreción o en un error en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 

(2009); Rivera y otros v. Banco Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). 

-B- 

La Regla 63 de Procedimiento Civil, supra, regula el 

procedimiento para la inhibición o recusación de un juez o jueza que 

preside un caso civil. Por otro lado, la Regla 63.1 de Procedimiento 

Civil, supra, establece las razones por las cuales los jueces o juezas 

deben inhibirse motu proprio o a solicitud de parte. En específico, la 

aludida Regla establece lo siguiente: 
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Por iniciativa propia, o a recusación de parte, un juez o 
una jueza se deberá inhibir de actuar en un pleito o 
procedimiento en cualquiera de los casos siguientes: 

 
(a) por tener prejuicio o parcialidad hacia cualquiera de 

las personas o los abogados o abogadas que intervengan en el 
pleito, o por haber prejuzgado el caso; 

 
(b) por tener interés personal o económico en el 

resultado del caso; 
 
(c) por existir un parentesco de consanguinidad o 

afinidad dentro del cuarto grado con el o la fiscal, procurador 
o procuradora de asuntos de familia, defensor o defensora 
judicial, procurador o procuradora de menores o cualquiera de 
las partes o sus representantes legales en un procedimiento 
civil; 

 
(d) por existir una relación de amistad de tal naturaleza 

entre el juez y cualquiera de las partes, sus abogados, testigos 
u otra persona involucrada en el pleito que pueda frustrar los 
fines de la justicia; 

 
(e) por haber sido abogado o abogada, o asesor o asesora 

de cualquiera de las partes o de sus abogados o abogadas en 
la materia en controversia, o fiscal en una investigación o 
procedimiento criminal en el que los hechos fueron los mismos 
presentes en el caso ante su consideración; 

 
(f) por haber presidido el juicio del mismo caso en un 

tribunal inferior o por haber actuado como magistrado o 
magistrada a los fines de expedir una orden de arresto o 
citación para determinar causa probable en la vista preliminar 
de un procedimiento criminal; 

 
(g) por intervenir en el procedimiento una persona 

natural o jurídica que le haya facilitado o gestionado algún 
préstamo en el que no se hayan dispensado las garantías o 
condiciones usuales; 

 
(h) cuando en calidad de funcionario o funcionaria que 

desempeña un empleo público, haya participado como 
abogado o abogada, asesor o asesora, o testigo esencial del 
caso en controversia; 

 
(i) cuando uno de los abogados o de las abogadas de las 

partes sea abogado o abogada de los jueces o juezas que han 

de resolver la controversia ante su consideración, o lo haya 
sido durante los últimos tres años, o 

 
(j) por cualquier otra causa que pueda razonablemente 

arrojar dudas sobre su imparcialidad para adjudicar o que 
tienda a minar la confianza pública en el sistema de justicia. 

 

De otra parte, la Regla 63.2 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone el perfeccionamiento de la solicitud de inhibición o 

recusación y procedimiento que se llevará a cabo al evaluarla. Sobre 

ello, la referida Regla dispone que: 

(a) Toda solicitud de recusación será jurada y se 
presentará ante el juez recusado o jueza recusada 
dentro de veinte (20) días desde que la parte solicitante 
conozca de la causa de la recusación. La solicitud 
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incluirá los hechos específicos en los cuales se 
fundamenta y la prueba documental y declaraciones 
juradas en apoyo a la solicitud. Cuando la parte 
promovente de la recusación no cumpla con las 
formalidades antes señaladas, el juez o la jueza podrá 
continuar con los procedimientos del caso.  
 

(b) Una vez presentada la solicitud de recusación, si el juez 
recusado o la jueza recusada concluye que procede su 
inhibición, hará constar mediante resolución escrita el 
inciso aplicable de la Regla 63.1 (a) a (i) en su defecto, 
la razón específica para su inhibición bajo el inciso (j) y 
la notificará a todas las partes. El caso se asignará a 
otro juez o jueza.   
 

(c) Si el juez o la jueza concluye que no procede su 
inhibición, se abstendrá de continuar actuando en 
su capacidad de juez o jueza en el caso y remitirá los 
autos de éste al juez administrador o a la jueza 
administradora para la designación de un juez o una 
jueza que resuelva la solicitud de recusación. La 
recusación se resolverá dentro del término de treinta 
(30) días de quedar sometida. (Énfasis nuestro).  

 
(d) Una vez un juez o una jueza haya comenzado a 

intervenir en un caso, no podrán unirse al caso los 
abogados o las abogadas cuya intervención pueda 
producir su recusación.  

La procedencia de una solicitud de inhibición se determina a 

la luz de la totalidad de las circunstancias, desde la perspectiva del 

buen padre de familia. Lind v. Cruz, 160 DPR 485, 491 (2003). Así, 

procede la inhibición cuando una persona razonable, con 

conocimiento de todas las circunstancias, tendría dudas sobre la 

imparcialidad del juez. In re Ortiz Rivera, 163 DPR 530, 536 (2004). 

En los casos en que la solicitud de inhibición o recusación se 

fundamente en parcialidad o prejuicio, la petición debe 

contener “cuestiones personales serias, no triviales ni 

judiciales: es decir, una actitud originada extrajudicialmente en 

situaciones que revistan sustancialidad”. (Énfasis nuestro). Ruiz 

v. Pepsico PR, Inc., 148 DPR 586, 588 (1999). Este análisis requiere 

evaluar los hechos, el récord y la ley aplicable en el caso. Lind v. 

Cruz, supra, pág. 491. 

Por otro lado, la Regla 7(C)(1) del Reglamento para la 

administración del Tribunal de Primera Instancia del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 1999, dispone que el Juez o Jueza 
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Presidenta del Tribunal Supremo de Puerto Rico designará a los 

Jueces y Juezas Administradores de las Regiones Judiciales, 

quienes serán responsables de su administración y buen 

funcionamiento. A tono con lo anterior, el 5 de septiembre de 2018, 

mediante la Orden Administrativa DJ2018-170, la Jueza Presidenta 

del Tribunal Supremo designó al Juez Administrador de la Región 

Judicial de Caguas.  

Conforme a las facultades de administración que le 

corresponden dicho Juez Administrador, el 30 de octubre de 2018, 

este emitió la Orden Administrativa Núm. 2, la cual dispone de un 

procedimiento administrativo organizado y transparente para la 

asignación de casos en los que se presente una solicitud de 

recusación de un juez o jueza al amparo de la Regla 63 de 

Procedimiento Civil, supra. En los casos en que el juez o jueza no se 

inhiba, se ordenará –conforme a la Regla 63.2(c) de Procedimiento 

Civil, supra– la designación de otro juez o jueza que resuelva la 

solicitud. En lo pertinente, según la Orden Administrativa, las 

solicitudes de recusación de los Jueces o Juezas de lo Civil 

serán asignadas al Juez o Jueza Coordinador(a) de lo Civil. 

(Énfasis nuestro).  

III.  
 

De entrada, debemos mencionar que cuando se nos solicita la 

revisión de una resolución interlocutoria emitida por el TPI, este 

Tribunal tiene discreción para expedir el recurso. Así, nos 

corresponde justipreciar si debemos ejercer nuestra facultad 

discrecional, al amparo de los criterios enmarcados en la Regla 52.1 

de las Reglas de Procedimiento Civil, supra y de la Regla 40 de 

nuestro Reglamento. Conforme a la referidas Reglas, expedimos el 

auto de certiorari solicitado al concluir que la controversia 

presentada ante nuestra consideración amerita que se resuelva en 

sus méritos. Lo anterior, debido a que se trata de una solicitud de 
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inhibición o recusación al amparo de la Regla 63 de Procedimiento 

Civil, supra. La cual, por analogía, debemos atender igual que las 

solicitudes de descalificaciones de abogados. 

 En este caso, el peticionario nos solicita la revisión de la 

Resolución emitida el 26 de enero de 2021 y notificada el 8 de febrero 

del mismo año. Mediante esta, el TPI resolvió que no procedía la 

recusación de la Jueza Annette Prats Palerm. Por estar relacionados 

entre sí, discutiremos en conjunto los señalamientos de error uno 

(1), tres (3) y cuatro (4). En su primer señalamiento de error, el 

peticionario aduce que la Juez Annette M. Prats Palerm erró al 

referir la moción de recusación a una juez en particular, en lugar de 

al Juez Administrador. En consecuencia, indica que la Resolución 

denegando la solicitud de recusación es nula y que todas 

Resoluciones emitidas posteriormente –incluyendo la que denegó su 

moción de desestimación– también lo son. No le asiste la razón.  

 Tal y como discutimos en la exposición del derecho, la Regla 

63.2(C) establece que cuando el juez o la jueza no se inhibe en el 

caso, se abstendrá de continuar actuando en su capacidad de juez 

o jueza y remitirá los autos del caso al Juez o Jueza Administradora, 

quien designará a un juez o una jueza que resuelva la solicitud de 

recusación. Es decir, el Juez o Jueza Administradora es quien tiene 

la facultad para designar a los jueces y juezas que resolverán las 

solicitudes de recusación. Conforme a dicha facultad, el Juez 

Administrador de la Región Judicial de Caguas emitió la Orden 

Administrativa Núm. 2, en la cual decretó que las solicitudes de 

recusación de los jueces o juezas de lo Civil serían asignadas a la 

Juez o Jueza Coordinador(a) de lo Civil. A tono con la referida orden, 

una vez el señor Rivera presentó la solicitud de recusación de la 

Jueza Annette M. Prats Palerm, esta última refirió la controversia a 

la Juez Viviana Torres Reyes quien, tras realizar la investigación 

correspondiente, corroboramos que es la Jueza Coordinadora de lo 
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Civil de la Región Judicial de Caguas asignada a atender las 

solicitudes de recusación de los jueces o juezas de lo Civil. Ante tales 

circunstancias, resolvemos que el TPI no erró al referir la solicitud a 

la Juez Viviana Torres Reyes, pues era la Jueza designada por el 

Juez Administrador para atender el asunto. Por lo tanto, la 

adjudicación del caso fue atendida por una autoridad competente.  

En consecuencia, es forzoso concluir que la Resolución denegando 

la moción de desestimación podía ser emitida por la Juez Annette 

M. Prats Palerm, pues contrario a lo alegado por el señor Rivera, la 

Resolución denegando la solicitud de recusación fue emitida 

conforme a derecho.  

 Por otro lado, el señor Rivera argumenta que una vez presentó 

la solicitud de recusación, la Juez que presidía el caso estaba 

impedida de continuar emitiendo órdenes. En específico, sostiene 

que la Juez Annette M. Prats Palerm emitió una orden de 

calendarización sin facultad para ello, ya que la solicitud de 

recusación no había sido adjudicada. Tampoco le asiste la razón. 

Contrario a lo alegado por el peticionario, dejar sin efecto un 

señalamiento y calendarizar una nueva fecha para ello no contradice 

las disposiciones de la Regla 63.2 de Procedimiento Civil, supra. 

Según lo establece la orden cuestionada, la Jueza Annette M. Prats 

Palerm reconoció que al estar pendiente una solicitud de recusación 

esta no podía continuar con el procedimiento judicial, por lo tanto, 

canceló los señalamientos próximos, y para garantizar el buen 

funcionamiento del tribunal, calendarizó una nueva fecha para los 

procedimientos posteriores, los cuales, en caso de esta ser recusada, 

serían presididos por otro juez o jueza. Nos parece importante 

mencionar que dicha orden se emitió luego de que, estando la 

solicitud de recusación ante otro juez, el propio peticionario 

presentó una moción de desestimación. Por las razones que 
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anteceden, resolvemos que el tercer señalamiento de error no se 

cometió.   

 De otra parte, el señor Rivera plantea que la Juez Viviana 

Torres Reyes se equivocó al declarar no ha lugar la solicitud de 

recusación. Se equivoca. La solicitud de recusación presentada por 

el peticionario surge luego de que la Jueza Annette M. Prats Palerm 

emitiera la siguiente orden: 

No ha lugar. Parte demandada, su postura en el manejo del 

presente caso estar (sic) rayando en la temeridad. La parte 
demandante acreditó las gestiones de buena fe cursadas 
para que se cumpliera el descubrimiento de prueba. La 
respuesta a las preguntas levantadas como objeciones son 
evasivas y no fueron acompañadas de la prueba documental 
requerida. Es responsabilidad de las partes intercambiarse 
toda la prueba documental que sustenten sus alegaciones y 
tienen un deber continuo de brindarse información. La falta 
de dicho deber conllevaría un incumplimiento con los 
cánones de ética que rigen la profesión. Demandado, tiene 
15 días perentorios para cumplir con lo solicitado por la 
parte demandante so pena de sanciones.  

 

Al respecto, el señor Rivera aduce que el TPI tomó como ciertas 

las alegaciones del recurrido, lo cual debe catalogarse como prejuicio 

o parcialidad. Sin embargo, luego de evaluar el expediente ante 

nuestra consideración y el expediente electrónico en SUMAC 

coincidimos con las expresiones del foro primario. El peticionario no 

puede alegar prejuicio o parcialidad cuando de los autos se 

desprende que en múltiples ocasiones el señor Ramos le solicitó las 

contestaciones al descubrimiento de prueba cursado y presentó 

prueba al respecto. Por tales incumplimientos, el TPI tuvo que 

intervenir en el asunto y ordenar que se descubriera lo solicitado. 

Dicha intervención fue realizada conforme a las facultades del 

Tribunal, el cual tiene discreción para manejar los asuntos 

relacionados con el descubrimiento de prueba.  

Por otro lado, el peticionario cuestiona la parcialidad de la 

siguiente orden: 

Parte demandada, nada le impide que pueda notificarle sus 
comunicaciones por correo electrónico a ambos abogados de 
la parte demandante. Los casos le pertenecen a su cliente. 
No a los abogados. Los abogados se deben a sus clientes y 
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debe permear un ambiente de respeto entre los abogados de 
partes contrarias. Es indispensable la comunicación y 
diligencias de buena fe para resolver controversias con 
relación al descubrimiento de prueba. El 15 de diciembre 
estaremos discutiendo el informe de conferencia con 
antelación al juicio. Por lo tanto, cumplan fiel y estrictamente 
con la regla 37.4 de las de procedimiento civil, so pena de 
severas sanciones. 
 

 Sobre el particular, alega que el TPI emitió dicha orden sin 

darle la oportunidad de ser escuchado. No obstante, de los autos 

surge que el señor Rivera presentó una oposición en la que afirmó 

que únicamente le notificaba los asuntos del caso a la abogada que 

originó el caso. Por lo anterior, el TPI intervino en el asunto, le 

informó que nada le impedía notificar los asuntos del caso a ambos 

abogados y le recordó el deber de buena comunicación y respeto que 

debe existir entre los abogados. Dicha intervención no constituye 

prejuicio ni parcialidad, pues, como mencionamos, los jueces y 

juezas están facultados para intervenir y emitir las órdenes que sean 

necesarias para garantizar que los casos sean manejados de manera 

prudente y ordenada. Coincidimos con el foro primario en sus 

expresiones y no entendemos por qué razones la representación 

legal del peticionario se afanó en no notificar sus comunicaciones a 

ambos abogados.  

 En síntesis, resolvemos el señor Rivera no demostró que la 

Jueza Annette M. Prats Palerm estuviera con ánimo prevenido en su 

contra ni que existiera la mera apariencia de imparcialidad. 

Recordemos que una petición de recusación debe contener 

cuestiones personales serias, no triviales ni judiciales: es decir, una 

actitud originada extrajudicialmente en situaciones que revistan 

sustancialidad. Sin embargo, la solicitud de recusación en cuestión 

surge por discrepancias e insatisfacción con las determinaciones 

judiciales de la Jueza Annette M. Prats Palerm, las cuales debieron 

ser impugnadas mediante los remedios revisores y apelativos 

correspondientes y no mediante una solicitud de recusación. Por lo 
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tanto, resolvemos que la Juez Viviana Torres Reyes no se equivocó 

al denegar la solicitud de recusación presentada por el peticionario. 

 Finalmente, el señor Rivera alega que el foro primario erró al 

no referir la segunda moción de recusación al Juez Administrador. 

Tampoco tiene razón en sus argumentos. Según surge del 

expediente, el señor Rivera presentó una segunda moción de 

recusación en la que cuestionó la determinación que denegó su 

solicitud de desestimación. Además, volvió a cuestionar las órdenes 

impugnadas en su primera moción de recusación, la cual ya había 

sido resuelta en sus méritos. Por ello, su moción de recusación no 

cumple con los criterios aplicables. Como mencionamos, una 

moción de recusación no se puede utilizar para impugnar las 

determinaciones judiciales. Si el peticionario no está conforme con 

las resoluciones y órdenes que emite el TPI tiene que impugnarlas a 

través de los mecanismos revisores y apelativos correspondientes. 

Por ello, le apercibimos a que cumpla con los procedimientos 

aplicables, pues el presentar controversias que han sido resueltas y 

el presentar mociones inmeritorias atenta contra la economía 

procesal y el buen funcionamiento de nuestro sistema judicial. Por 

las razones que anteceden, resolvemos que el quinto y último error 

tampoco se cometió. 

 En síntesis, resolvemos que el TPI no cometió ninguno de los 

errores señalados. Por lo tanto, confirmamos las Resoluciones 

recurridas.  

IV.  

 Por los fundamentos expuestos, expedimos el auto de 

certiorari y confirmamos las Resoluciones recurridas.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


